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La reforma de la contrarrefor-
ma que ahora está en marcha, no trae
consigo ningún cambio sustancial de la
LOCE, de modo que se puede decir
que estamos a las puertas de un acuer-
do PSOE - PP, que yo creo que llega-
rá en cuanto deje de ser políticamente
rentable el hacer ruido con el tema de
la religión.

Para el sentido común de la
gente la escuela se reforma para
hacerla mejor, es decir, para que sea
más difícil que alguien fracase en ella,
y es que el sentido común tiene
mucho de bálsamo que haga más lle-
vaderas las lacras de la vida en socie-
dad. Por eso decía Pierre Bourdieu,
refiriéndose al trabajo social, que
“…cuando uno lo hace, el trabajo le cas-
tiga” (BOURDIEU y AEGLETON,
2003, 294); y es que el estudio críti-
co de la sociedad, junto con la satis-
facción de ver más allá de las engaño-
sas apariencias, trae consigo una espe-
cie de forma de vivir un tanto desca-
labrada y dolorida.

Las reformas escolares crean
expectativas que no está en sus manos
cumplir, de ahí que la crítica más radi-
cal que cabe hacerles no es la de que
no cumplan sus promesas, sino que
las hagan. Para el grueso de los que
fracasan en la escuela (los “nacidos para
perder” les llamó en un excelente tra-
bajo Rafael Feito -1990), una escuela
que no les hiciera daño sólo sería

posible en una sociedad donde el fra-
caso de unos y el éxito de otros no
fueran elementos estructurales de la
misma. Pero esto es hoy por hoy un
ideal tan alejado del mínimo de realis-
mo necesario, que puede utilizarse
como referente que nos permita juz-
gar el grado de injusticia que se da en
la sociedad, pero no como meta que
vayamos a lograr al final del camino
que tenemos al alcance de la vista, no
sea que hagamos nosotros las mismas
promesas que les criticamos a las
reformas escolares.

Además, en lo que respecta al
fracaso escolar, hay otro elemento
esencial, con demasiada frecuencia
olvidado por los críticos de la escuela,
que proviene de las relaciones socia-
les, sobre todo familiares, y que anida
en el corazón de los niños desde
pequeños; son las desigualdades en la
construcción afectiva de los indivi-

duos. No son pocos los alumnos que
fracasan en la escuela debido a los
desequilibrios emocionales que blo-
quean la aparición del deseo de
saber. Puede que esta causa, en oca-
siones sea más importante que los
propios déficit sociales, si bien es
verdad que se pueden establecer
algunas relaciones entre lo uno y lo
otro.

De modo que podríamos
decir que, tanto por razones estruc-
turales objetivas, como por razones
afectivas, hay personas a las que las

reformas escolares nunca llegan. A
ellas llegan sólo algunas veces y en
precario los buenos maestros que tra-
bajan, no diría yo que de espaldas a las
reformas, que no deben hacerlo, pero
sí con saberes profesionales y com-
promisos morales que no están a
expensas de lo que el legislativo
determine en cada momento.
Aquellos a los que las reformas nunca
llegan no les queda otra esperanza,
creo yo, que la de toparse con maes-
tros (o profesores, esto es lo de
menos) que reúnan, de un lado, un
interés intelectual y profesional por
su trabajo que les permita compren-
der adecuadamente las complejas
situaciones de enseñanza, y, de otro,
un compromiso ético con sus alum-
nos en tanto que seres humanos.
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an pasado ya más de cuatro años desde la entrada en vigor de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero,
reguladora de la responsabilidad penal de los menores, y ya han aparecido múltiples valoraciones de la
misma y desde diversos ámbitos: judicial, fiscal, policial, defensor del pueblo y asociaciones de víctimas,
entre otros.

Cada uno ha centrado su valoración o crítica en diferentes aspectos entre los que podrían desta-
carse los siguientes:

- La policía y la guardia civil en el incremento de inseguridad ciudadana que de la Ley se ha deri-
vado.

- Los fiscales en la falta de medios que tienen para llevar a cabo sus funciones y la falta de recur-
sos para llevar a cabo la detención de los menores.

- Fiscales y jueces en los pocos recursos que se han puesto para la ejecución de la Ley y espe-
cialmente por las comunidades autónomas.

- Las comunidades autónomas en la ausencia de transferencia por parte del Estado de los medios
materiales y humanos para llevar a cabo las nuevas competencias encomendadas vía ley.

- Las asociaciones de víctimas critican el desprecio a la víctima y llegan a tachar la Ley de blan-
da, argumentando que no da respuesta adecuada a algunas conductas especialmente graves.

Y por el camino corporaciones locales y vecinos se lanzan a la calle para evitar la apertura de nue-
vos centros para menores infractores dentro de sus términos municipales, como ha ocurrido en
Andalucía, lo que no deja de ser un contrasentido cuando por otro lado se reclama el internamiento de
estos menores y se solicita de las autoridades competentes menor tolerancia con el delito y sus autores.

Cierto es que esta Ley es o ha sido una norma especial en algunos aspectos.

HH
TOMÁS MONTERO HERNANZ

Jefe del Servicio de Atención y Reinserción de Jóvenes Infractores
de la Gerencia de Servicios Sociales de la Junta de Castilla y León

NUEVAS
PERSPECTIVAS
EN LA
INTERVENCIÓN
JUDICIAL CON
MENORES:
La Ley de Responsabilidad Penal del Menor

La Ley
“Se dijo entonces,

con razón,
que las reformas

NO llegaban a las aulas
porque se confiaba

demasiado en el BOE
para su implantación,
de modo que esta vez

LA REFORMA
SE HARÍA SURGIR
DESDE ABAJO”
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En primer lugar fue una ley tardía, demorada en el
tiempo de forma injustificada. Desde que el nuevo
Código Penal, aprobado por Ley Orgánica 10/1995, de
23 de noviembre, anunció su publicación, tuvieron que
pasar más de cuatro años (enero del 2000) hasta que fue
publicada y más de cinco hasta que entrara en vigor un
año después.

Durante este tiempo los niños de 12 y 13 años
tuvieron que sufrir la consecuencia de una respuesta
penal, mientras que los jóvenes de 16 y 17 años tuvieron
que verse sometidos a los rigores del sistema penal de
adultos y particularmente del sistema penitenciario, o
bien –y tal vez esto haya sido especialmente negativo
desde una perspectiva socializadora–, cuando las infrac-
ciones de las que se les acusaba no eran de gravedad, crear
en ellos una sensación de impunidad e iniciar una espiral
delictiva ante la falta de intervención que pudiera poner
freno a una incipiente pero, a la postre, veloz carrera
delictiva.

Y con relación a la elevación
del límite inferior de exigencia de res-
ponsabilidad a los menores (que con la
nueva Ley pasa de los 12 a los 14 años)
si me gustaría hacer un breve inciso,
pues su fijación no ha venido determi-
nada por criterios técnicos, sino de un
consenso, tal vez por proximidad con
otros países de nuestro entorno.
Ahora bien, si volvemos la vista hacia
otros países europeos ya vemos como
se han iniciado movimientos para
rebajar la edad penal juvenil, y, o mucho me equivoco o
la situación en España dependerá únicamente de que se
produzcan o no graves hechos que tengan por protagonis-
tas a menores de 14 años para que el debate se inicie.

En segundo lugar habría que decir que es una ley
sino de unos pocos, sí de no muchos. Fue fruto del empe-
ño y del trabajo de un grupo de personas especialmente
sensibilizados con este problema, pero cuyo esfuerzo y
dedicación tuvieron poco eco social. Su tramitación par-
lamentaria transcurrió casi en el anonimato, eclipsada por
la tramitación de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de
enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en
España y su integración social, proyecto que le restó pro-
tagonismo, y que si que generó un importante debate
social que fue acompañado, incluso, de movilizaciones.

Esta circunstancia hizo que automáticamente se
sucedieron los primeros hechos graves (todos recorda-

mos los crímenes que tuvieron lugar en Murcia, San
Fernando o Sevilla), rápidamente surgió un clamor popu-
lar que obligó a que ya haya sido modificada en cuatro
ocasiones (dos de ellas incluso antes de su entrada en
vigor), estando prevista una nueva modificación en el pre-
sente año.

En tercer lugar hay que decir que esta Ley ha exi-
gido un alto nivel de inversiones a las comunidades autó-
nomas, encargadas de la ejecución de las medidas que en
ella se establecen, sin que las mismas hayan recibido,
como antes ya apunté, trasferencia ni económica ni de
medios materiales y humanos por parte del Estado, quien
hasta su entrada en vigor tenía atribuida la ejecución de
penas a los mayores de 16 años en todo el territorio
nacional, con excepción de Cataluña que es la única
comunidad que tiene transferidas las competencias en
materia penitenciaria, lo que no fue muy bien recibido
por algunas de ellas que demandaban esa transferencia.

En cuarto lugar, porque, al ser
la ejecución de las medidas competen-
cia exclusiva de las comunidades autó-
nomas (salvo la reserva que la Ley
hace a favor del Estado en materia
terrorista), se está generando un mapa
nacional desigual y variopinto que
puede llevar o ha llevado desigualda-
des entre las diferentes comunidades,
cuyo precio están pagando los propios
menores que son las primeras víctimas
de esta situación. Por ello al analizar la
aplicación efectiva de la Ley desde su

entrada en vigor, las conclusiones pueden ser diferentes
según el lugar donde se lleve a cabo el análisis, sin olvidar
que variables demográficas y sociológicas pueden incidir
de forma determinante (por ejemplo la situación de
Castilla y León una comunidad pluriprovincial, con poca
población, donde no existen grandes núcleos urbanos y
donde predomina el medio rural, donde no se dan gran-
des fenómenos de inmigración ilegal, no puede compa-
rarse con la situación que se vive en la comunidad de
Madrid o en Cataluña, por poner un ejemplo).

Si tuviéramos que hacer un análisis simple de los
cambios introducidos por la Ley podríamos resumirlos en
los siguientes:

1. Modificación de la franja de edad: La Ley se apli-
ca a aquellos menores que hayan cometido infraccio-
nes de naturaleza penal con edades comprendidas
entre los 14 y 17 años, a diferencia de la anterior

cuyo ámbito de aplicación se refería a edades com-
prendidas entre 12 y 16 años.Además prevé la posi-
bilidad de aplicación en determinados casos a jóve-
nes entre 18 y 21 años, si bien esta posibilidad se
encuentra en suspenso hasta el 1 de enero de 2007.

2. Incremento del catálogo de medidas: La Ley
establece un catálogo de 14 medidas, algunas de
ellas de nueva creación, como la permanencia de fin
de semana en domicilio, la asistencia en centro de
día, la realización de tareas socioeducativas o la
convivencia en grupo educativo.

3. Incremento de la duración de las medidas: Se ha
pasado de una duración máxima de 2 años prevista
en la Ley de 1992 a una duración de hasta 12 años
(8 de internamiento seguidos de 4 de libertad vigi-
lada), que puede verse superada cuando se trata de
supuestos de actos terroristas, lo que supone una
mayor permanencia dentro del sistema y un efecto
acumulativo.

4. Permanencia dentro del sistema: La Ley se apli-
ca a aquellos menores que han cometido los hechos
con edades comprendidas entre 14 y 17 años, pero
los menores permanecen dentro del sistema de
reforma hasta finalizar el cumplimiento de la medi-
da, con independencia de que hayan alcanzado la
mayoría de edad.

Así, en relación con las medidas de internamiento,
permanecerán en centros de reforma hasta cumplir
los 23 años, momento en el que pasarían al sistema
penitenciario en caso de mantenerse la medida.

En las medidas en medio abierto no existe límite de
edad, pudiendo permanecer, al menos en teoría,
dentro del sistema hasta edades cercanas a los 30
años.

5.Aparición de nuevas problemáticas: El cambio
en la franja de edad y la prolongación de la perma-
nencia dentro del sistema ha hecho que los perfiles
de los menores y jóvenes hayan variado, siendo
necesario dar respuesta de forma habitual a proble-
mas antes inexistentes o que aparecían de forma
esporádica, como por ejemplo la adicción al consu-
mo de drogas.

6. Incremento del número de medidas a ejecutar:
Consecuencia de la variación de la franja de edad y
del incremento en la duración de las medidas que

genera un efecto acumulativo, se ha producido un
importante incremento en el número de casos que
anualmente hay que atender. Así, en Castilla y
León, se ha pasado de 345 medidas ejecutadas en el
año 2000 (último año de vigencia de la Ley
Orgánica 4/1992) a 1649 en el 2004, de las cuales
un 67,5 % fueron impuestas a menores que come-
tieron la infracción dentro de la franja 16-17 años.

7. Necesidad de incrementar los recursos destina-
dos a la ejecución de medidas: Consecuencia por
una parte de la introducción de nuevas medidas
dentro del catálogo legalmente previsto, pero tam-
bién del incremento cuantitativo en el número de
medidas a ejecutar, como anteriormente se reseñó.

Decía al principio que ya han aparecido diferentes
valoraciones de la incidencia que la aplicación de la Ley ha
tenido, sin embargo, creo que no ha transcurrido el tiem-
po suficiente para apreciar sus bondades (por casi todo el
mundo reconocidas), porque su corta trayectoria se ha
visto lastrada por diferentes motivos.

Quizás las primeras conclusiones, o por lo menos
aquellas que más eco social han tenido, tienen un cierto
tinte alarmista y vinculan la Ley con un incremento de la
delincuencia juvenil.

Sin embargo, esta conclusión no puede catalogar-
se sino de superficial y los datos ponen de manifiesto que
no hay un incremento significativo en el número de dete-
nidos, sino un descenso:

Otro estudio reciente y que ha visto la luz a fina-
les del 2004, elaborado por el Centro Reina Sofía para el
Estudio de la Violencia confirma estos datos, poniendo de
manifiesto el descenso permanente en el número de
menores de 18 años detenidos desde el año 2000 al 2003,

DETENCIONES DE MENORES

2001 2002 2003

19.605 19.247 16.710

8,43% 7,18%

Fuente: Comisaría General de Policía
Judicial. “Memoria de actuaciones policiales
con menores” (febrero de 2004)
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habiendo decrecido en ese periodo en un 12,40 por cien-
to.

En esta valoración es preciso resaltar que la Ley ha
supuesto un importante avance en la protección de los
derechos de los menores, dotando a nuestro país de una
legislación moderna, progresista y en consonancia con los
tratados internacionales ratificados por España y con las
recomendaciones de Naciones Unidas y del Consejo de
Europa en materia de justicia juvenil, y que podríamos
decir, sin miedo a equivocarnos, que es de las más avan-
zadas de Europa.

La Ley Orgánica 5/2000 ha permitido dotar a los
menores de un sistema de garantías jurídicas, hasta enton-
ces casi inexistente, pero manteniendo un enfoque emi-
nentemente educativo que haga posible la reinserción
social del joven, si bien es cierto que a veces resulta com-
plicado compaginar la función penal con la educativa, la
labor de control con la de inserción y especialmente, y es
en este punto donde más debate social se ha suscitado en
estos últimos años, los derechos de los menores con los
derechos de la víctima.

Por ello, al margen de estas críticas, la valoración
de esta nueva regulación debe ser positiva, con indepen-
dencia de que el análisis de su aplicación pueda hacer
necesario llevar a cabo algunas adaptaciones, pero que en
ningún caso le hagan perder su enfoque eminentemente
educativo.

Pero si una buena legislación respecto a los meno-
res que delinquen (y la Ley Orgánica 5/2000 lo es) evita
que en el futuro a estos menores haya que aplicarles el
código penal y puedan acabar en prisión,
haciendo posible una integración social
normalizada, resulta esencial que el siste-
ma educativo, los servicios sociales de
atención primaria, los de salud mental y la
sociedad en general, actúen de forma eficaz
respecto a aquellos menores que presentan
problemas. Porque la intervención por la
vía judicial no es más que la constatación
del fracaso de otros abordajes anteriores.

Para finalizar unos apuntes a modo
de conclusión:

1. En primer lugar, resaltar la valora-
ción positiva que del texto y de su filosofía
han hecho todos los operadores jurídicos,
pues aún con sus deficiencias la Ley supone

una considerable mejora con respecto al punto de parti-
da, tanto con carácter general como, en especial, con
relación a la privación de libertad.

2. En segundo lugar, que no se debe esperar que la
Ley (ni su reglamento recientemente aprobado) suponen
una panacea con relación a la erradicación del fenómeno
de la delincuencia juvenil, pero sí un enfoque resocializa-
dor y no represor.

3. En tercer lugar, que la insuficiencia de medios
tradicionalmente esgrimida, no debe ser un obstáculo en
la aplicación de la Ley, pues los logros conseguidos en
estos cuatro años han sido significativos y los medios des-
tinados ha este fin han sufrido un incremento sin prece-
dentes, mejorando de largo la situación existente en el
año 2000.

4. En cuarto lugar, que la legislación de menores
infractores nunca puede ser la solución al problema de la
delincuencia juvenil, por lo que ver en ella una relación
directa con el problema no deja de ser una visión reduc-
cionista del tema.

5. En quinto lugar, que un estado social debe cen-
trar sus esfuerzos en la prevención y es en esta área donde
mayor debería ser la inversión a realizar y donde realmen-
te es necesario incrementar y aunar esfuerzos.Y como ha
dicho el Defensor del Pueblo, si el sistema educativo, los
servicios sociales de atención primaria, los de salud men-
tal y la sociedad en general, actuaran de forma eficaz res-
pecto a aquellos menores que presentan problemas, se
evitaría que muchos jóvenes se vieran obligados a pasar
por el sistema de justicia penal juvenil.

osé Saramago, Premio Nobel de Literatura en 1998, afirma que Europa en el siglo XXI será mes-
tiza o no será nada. La cita simboliza el rasgo principal del fenómeno de la inmigración en España: su
carácter estructural. Esta nueva realidad multicultural no se puede seguir tratando como un “proble-
ma” al que hacer frente, sino como un fenómeno multidimensional que ha transformado nuestra
estructura social.

En décadas anteriores, fuimos protagonistas de la vertiente opuesta y miles de trabajadores espa-
ñoles partieron en los años 60 y 70 a otros países para superar la difícil situación socioeconómica que
se vivía dentro de nuestras fronteras. Actualmente, convertidos en sociedad de acogida de inmigran-
tes, vivimos con gran intensidad la llegada masiva de personas de otras culturas en busca de un futuro
mejor.

EL CARÁCTER
ESTRUCTURAL DE LA
INMIGRACIÓN EN ESPAÑA.
Aproximación a cifras y desarrollo normativo


